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                                     ASUNTO
Aborda la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Ricardo Monroy Benítez contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, con la cual propende el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Expresó en el libelo que el 9 de febrero de 2007 fue condenado por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía a 44 meses de prisión y multa equivalente a $ 40.275.000 por el punible de ejercicio ilícito de actividad monopolística de arbitrio rentístico en concurso con estafa y transferencia ilegal de cheques, decisión que cobró ejecutoria, por lo que actualmente se encuentra recluido en la Penitenciaría Nacional La Picota de Bogotá DC. descontando la pena y su expediente –acumulado con otro fallo proferido por el Juzgado Penal Municipal de Líbano por estafa-, está radicado en el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa capital.
Hizo una exposición de los hechos por los cuales se le juzgó y adujo que giró tres cheques por cinco millones de pesos cada uno por parte de Norma Constanza Perdomo como emisaria suya, los que al ser presentados para su cobro no tenían fondos. Solicita el amparo de su derecho al debido proceso porque se le condenó por el delito de emisión y transferencia ilegal de cheque que no se tipificó ni se demostró y seguidamente hace una extensa narración acerca de tal conducta punible y relaciona la jurisprudencia que estimó pertinente frente a ese hecho, para concluir que su conducta no encuadró en el referido tipo penal.
La actuación.
El señor Juez accionado puso de presente que en esta misma Corporación ya se tramitó una acción de tutela con ocasión de estos mismos hechos, dentro de la cual no se accedió a las pretensiones del actor, porque no respetó el principio de inmediatez, tampoco agotó los medios judiciales de defensa y además se analizaron debidamente los medios probatorios.
Por la Secretaría de la Sala fue incorporada copia de los fallos de tutela de primero y segundo grados, adoptados con ocasión de la acción que presentó Ricardo Monroy Benítez contra la misma decisión del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía.

Se practicó inspección a la carpeta informativa de la actuación judicial y se determinó las fases cumplidas y su conclusión con la sentencia que impuso la condena indicada, cuya copia fue aportada con el libelo.
CONSIDERACIONES

1. Competencia
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico

El asunto que se pone en conocimiento de la Colegiatura, se concreta en la posibilidad de proteger los derechos fundamentales que reclama el ciudadano Monroy Benítez frente a la decisión adoptada por el señor Juez Promiscuo del Circuito de Apía, mediante la cual le infligió pena de prisión de 44 meses y multa en cuantía de 12.5 salarios mínimos legales mensuales.

SOLUCIÓN

Como aspecto preliminar, debe precisar la Sala que el señor Monroy Benítez ya promovió acción de tutela contra el mismo despacho judicial –Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía-, con ocasión de la cual argumentó que existieron falencias al no valorarse en debida forma la prueba allegada y que se le vulneró su derecho a la defensa, y cuestiona el hecho de habérsele declarado persona ausente, razón por la cual –sostiene- no era posible impugnar el fallo.
En aquella oportunidad la Sala desestimó la petición al motivar que no se respetó el principio de inmediatez, en tanto se dejó transcurrir considerable tiempo para su promoción y que de otro lado, el sentenciado Monroy Benítez no hizo uso de los mecanismos de defensa que le otorgó la ley como lo sería el recurso de apelación, al haberse desentendido de la actuación.
La nueva acción de tutela que propone, centra su discusión en que se le infligió condena por el delito de transferencia ilegal de cheque y hace una extensa exposición acerca de ese tipo penal, para elucubrar que se le vulneró el debido proceso, pero termina solicitando la anulación del fallo, como ya lo había pretendido.
Esto permite apreciar que entre uno y otro libelo existe identidad de partes y en la práctica el objeto del amparo concluye en lo mismo, esto es, tratando de invalidar el fallo mediante el cual se le irrogó una condena, y acude para ello a este mecanismo subsidiario y residual sin tener en cuenta que la decisión del juez natural no fue impugnada y que adicionalmente, ya intentó otro medio tutelar con fundamento en el artículo 86 Constitucional. De todas maneras el Tribunal en ejercicio de su función garantista, no despachará por la vía del artículo 38 del Decreto del Decreto 2591 de 1991 esta nueva acción, aunque sí reitera la improcedencia de la misma, habida cuenta de los criterios de inmediatez y subsidiariedad.
Con suficiencia está decantado que la acción de tutela es un mecanismo excepcional cuando quiera que la misma se promueve contra providencias de los jueces, siempre y cuando que en ellas se contengan ostensibles defectos constitutivos de causales de procedibilidad que deben ser conjuradas frente a la inexistencia de otro medio de defensa judicial.

Este instituto no puede constituirse en tabla de salvación para quien resulte vencido en los estrados judiciales y tampoco puede acudirse de manera general, sino previo el lleno de requisitos definidos por la Corte Suprema de Justicia, en su Sala de Casación Penal así:
“En la sentencia C-590 de 2005
 la Corte Constitucional definió el conjunto de “requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, los cuales fueron agrupados en el siguiente orden: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados; (vi) que no se trate de sentencias de tutela”. 

Tampoco puede utilizarse como un sistema de justicia paralelo a las vías establecidas para el juez natural, lo cual en igual sentido esa Alta Corporación ratificó así:

“La Sala ha sostenido de manera reiterada que, con el fin de respetar la autonomía judicial y no desconocer la intangibilidad de la cosa juzgada, el amparo constitucional contra providencias judiciales tiene carácter excepcional.

“Su viabilidad se ha admitido cuando se constate sin dificultad que la decisión objeto de reproche adolece de algún defecto orgánico, procedimental absoluto, fáctico, material o sustantivo, un error inducido, carece por completo de motivación, desconoce el precedente o viola directamente la Constitución. No obstante, para que el juez constitucional pueda adelantar ese estudio es preciso que previamente confirme que en el caso concreto se cumplen los requisitos genéricos de procedibilidad que habilitan la interposición de la acción,...”.

Toda decisión judicial está precedida de la doble presunción de legalidad y acierto y por ende entraña el principio de seguridad jurídica, cuya remoción del mundo jurídico sólo podría presentarse en casos excepcionales, lo cual quiere significar que la acción de tutela no es el medido apto para tratar de remover los pronunciamientos adoptados por los jueces y fiscales dentro de la órbita de autonomía de su competencia, porque de ser así, se desvanecería la fuerza de cosa juzgada material. 
Este discernimiento obedece a que en últimas el fin perseguido por el señor Ricardo Monroy, no es otro que tratar a todo trance de remover el fallo condenatorio que pesa en su contra y que hoy lo tiene reducido a prisión, pero olvida que cuando tuvo la oportunidad de ejercer sus derechos dejó al garete la actuación penal y prefirió dar la espalda frente a la utilización de los recursos por la vía ordinaria, de manera que su incuria condujo a que se le declarara persona ausente, no obstante ser suficientemente conocedor de la existencia en su contra de este proceso.
De allí que resulte oportuno traer a comentario lo que frente a la vulneración de los derechos invocados por el actor, se consignó por la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela adoptada a instancias de este mismo promotor:

“Ahora bien, enterado como se encontraba RICARDO MONROY MARTÍNEZ del proceso penal que se le adelantaba nada le impedía, si consideraba que en la actuación cumplida por la autoridad accionada se habría incurrido en supuesta ilegalidad con trascendencia en la garantía de sus derechos fundamentales, plantear a  través del recurso ordinario de apelación y de persistir su inconformidad acudir al extraordinario de casación, que tiene como una de sus finalidades precisamente las garantías debidas a las personas que intervienen en la actuación penal y la reparación de los agravios inferidos a las partes con la sentencia demandada. 

“Cuestión que no hizo, razón por la cual dicha  omisión no puede ser suplida por vía de la acción de tutela que, como tantas veces se ha señalado, no es mecanismo que pueda utilizarse para suplir desatenciones o descuidos en el ejercicio de los medios previstos por el ordenamiento jurídico regular para la protección de los derechos de las partes en los procesos”.
 
También reitera la Colegiatura que se hace más evidente la ausencia del presupuesto de inmediatez, porque mayor es el tiempo transcurrido a hoy –más de tres años– para intentar la acción por segunda vez, si tenemos en cuenta que la sentencia penal se adoptó el 9 de febrero de 2007.
De lo anterior se desprende que la acción deviene improcedente, porque no se aprecia quebranto de los derechos que le asisten a quien invoca su protección.
DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Declarar improcedente el amparo de tutela deprecado por el ciudadano Ricardo Monroy Benítez.
Segundo: Notificar la decisión a las partes por el medio más expedito y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en el evento de no ser impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


        Secretario

�  En esta sentencia la Corte declaró inexequible la expresión  “ni acción”, que hace parte del artículo 185 de la Ley 906 de 2004.


� Sentencia T-47.149 de 13 de abril de 2010 – MP. José Leonidas Bustos Martínez


� Sentencia T-47.062 de 17 de junio de 2010 – MP Augusto J. Ibáñez Guzmán


� Sala de Casación Penal, Sentencia 41716 del 19 de mayo de 2009, M.P. Julio enrique Socha Salamanca.
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